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ORGANIZACiÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS
COMISiÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

Observaciones finales
Masacres de Rlo Negro

Caso 12.649
Guatemala

Introducción

1. En Guatemala, entre 1962 y 1996 hubo un conflicto armado interno que significó grandes
costos humanos, materiales, institucionales y morales. Durante este periodo se ha estimado en más
de doscientas mil las vlclimas de ejecuciones arbitrarias y desaparición forzada. El periodo más
cruento ha sido Identificado entre 1978 y 1983. La Comisión de Esclarecimiento Histórico concluyó
que en aplicación de la Doctrina de Seguridad Nacional las fuerzas del Estado y grupos patrulleros
fueron responsables del 93% de las violaciones documentadas. En términos étnicos los miembros
del pueblo indlgena Maya representaron el 83% de las vlctimas.

2. El hecho que la mayorla de las vlclimas fueron miembros del pueblo indlgena Maya se
explica porque el Ejército identificó a los Mayas como "enemigo interno", al considerar que
constitulan o podlan constituir la base de apoyo a la guerrilla. A ello se sumó el racismo expresado
como doctrina de superioridad y manifestada en el actuar estatal.

3. En 1982, la Junta Militar y el Alto Mando dlsefiaron y ordenaron la implementación de un
plan de campafia militar llamado "Victoria 82", utilizando nuevas definiciones estratégicas dentro del
marco de la contrainsurgencia. La polltlca contrainsurgente se caracterizó por acciones militares
destinadas a la destrucción de grupos y comunidades, asl como su desplazamiento forzado. Estas
acciones, ejecutadas por orden o con conocimiento de las más altas autoridades, consistieron
principalmente en masacres y operaciones de tierra arrasada. La Comisión de Esclarecimiento
Histórico registró 626 masacres durante el conflicto armado, cometidas principalmente el Ejército,
apoyado por estructuras de patrulleros. Ello significó el exterminio de comunidades Mayas
completas, asl como la destrucción de sus elementos de sobrevlvencla, yen algunos casos, de su
identidad étnica o cultural.

4. Con base en el contexto referido, la Comisión de Esciarecimiento Histórico concluyó que
agentes estatales, en el marco de las operaciones contreinsurgentes realizadas entre 1981 y 1983,
ejecutaron actos de genocidio en contra de grupos del pueblo Meya. Esta conclusión es apoyada
por el ex Asesor Especial del Secretario General de las Naciones Unidas para la Prevención del
Genocidio, y perito en el presente caso, Juan Méndez.

5. Es en este contexto que ocurrieron las cinco masacres, persecución, desapariciones,
desplazamiento, entre otros, en contra de la comunidad Maya achl de Río Negro, pueblo ancestral
del Rabinal.

6. En las presentes observaciones, la Comisión hará referencia a los siguientes puntos: 1)
sobre temas procesales; 11) sobre algunos temas de fondo del presente caso; 111) sobre la
Identificación de vlctimas; y IV) sobre las reparaciones. La Comisión destaca que las preguntas a
las preguntas realizadas por la Corte a la Comisión están respondidas a lo largo del presente
documento, con referencia expresa en notas ai pie de la pregunta que corresponde.
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1. SOBRE TEMAS PROCESALES

7. En el presente acápite la Comisión hará referencia a tres temas principaies: a) al
reconocimiento de responsabilidad internacional y la postura alternativa del Estado; b) la excepción
preliminar; y c) el deber de garantla.

a) Reconooimlento de responsabllídad internacional y la postura alternativa del Estado
guatemalteco

8. La Comisión recuerda que el Estado guatemalteco, en su escrito de contestación de
demanda de 22 de noviembre de 2011, reconoció totalmente su responsabilidad por las
desapariciones forzadas de las dos personas identificadas por la CIDH, asr como su falta de
investigación. La CIDH destaca, además, que el Estado también aceptó parcialmente su
responsabilidad para los hechos que considera, persisten en el tiempo, como son las violaciones a
la integridad personal, a la honra y a la dignidad, al trabajo esclavo, a las violaciones a los derechos
del nmo, la libertad religiosa, el derecho a la asociaoión, el derecho a la circulación, as! como a las
garantlas judiciales y protección judicial. Al respecto, el propio Estado ha reconocido que dichas
violaciones -relativas, entre otros, a las violaciones sexuaies, la integridad de los sobrevivientes y
familiares, el desplazamiento forzado, la investigación de los hechos- "pudieron trascender y
persistir en el espacio temporal a partir del cual ·la Corte tiene competencia". Dentro del referido
escrito, el Estado se comprometió expresamente, además, a llevar a cabo varias medidas de
reparación solicitadas por ia CIDH y por los representantes.

9. La CiDH entiende que, en dicho escrito, el Estado guatemalteco aoeptó las consecuencias
relativas a los hechos en los que se basan las violaciones de dichos derechos, dándoles una
naturaleza continuada o, tal como lo manifiesta el propio Estado: "que trascienden y persisten en el
espacio temporal a partir dal cual la Corte tiene competencia para conocer violaciones en contra del
Estado". Asl, la CIDH entiende que al aceptar los anteriores derechos, el Estado guatemalteco está
aceptando los hechos en los que se fundamentan los mismos.

10. Ahora bien, la Comisión observa que, en la audiencia pública celebrada el 20 de junio de
2012, el Estado guatemalteco sostuvo dos posiciones: una, reiterando el reconocimiento parclai de
responsabilidad, y otra cuestionando los méritos del caso, asl como la presentación del mismo ante
la Corte Interamerlcana por parte de la CIDH.

11. Al respecto, la Comisión observa que en virtud del principio del estoppel, el Estado
guatemalteco no está facultado para cambiar la posición jurldica mantenida en su escrito de 22 de
noviembre de 2012, al no existir un cambio de circunstancias o elementos supervenientes que
pudieran justificar su cambio de postura, ni ante la CIDH ni en esta oportunidad ante la Corte
lnteramerlcana. En virtud de lo anterior, la Comisión solicita a la Corte que asuma como válida la
posición del Estado guatemalteco manifestada mediante escrito de 22 de noviembre de 2012, y le
otorgue plenos efectos jurldicos al reconocimiento parcial de responsabilidad internacional.

12. Sin perjuicio de lo destacado anteriormente en cuanto al principio del estoppel, la Comisión
desea hacer algunas apreciaciones vinculadas con ei interés público interamerlcano, en relación
con ciertas alegaciones hechas por el Estado durante la audiencia pública que tendrlan que ver, en
entendimiento de Guatemala, con la competencia de los órganos del Sistema Interamericano para
pronunciarse respecto del presente caso; ellas tienen que ver con la naturaleza de la desaparición
forzada, y con la calificación jurldlca de violaciones de derechos humanos.
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13. En primer lugar, la CIDH observa con preocupación la posición de Guatemala en cuanto a
que la desaparición forzada no seria, en su entender, una violación continuada en el ámbito del
derecho Internacional, por lo que, al haber los hechos del presente caso ocurrido antes de la
aceptación de la competencia de la Corte por parte del Estado, el Tribunal no tendria competencia
para conocer de dicha violación. Al respecto, los órganos del Sistema Interamericano, en
jurisprudencia constante, ha claramente establecido la naturaleza múltiple y continuada de la
desaparición forzada. En ese sentido, la Corte Interamerlcana ha destacado recientemente que:

Cabe distinguir entre actos instantáneos y actos de carácter continuo o permanente' . Éstos
últimos "se extiende[n] durante todo el tiempo en ei cual el hecho continúa y se mantiene su
falta de conformidad con la obligación Internacional"'. Por sus caracterlstlcas, una vez
entrado en vigor el tratado, aquellos actos continuos o permanentes que persisten después
de esa fecha, pueden generar obligaciones Internacionales respecto del Estado Parte, sin
que ello Implique una vulneración del principio de Irretroactlvidad de los tratados'.

Dentro de esta categorla de actos se encuentra la desaparición forzada de personas, cuyo
carácfer continuo o permanente ha sido reconocido de manera reiterada por el Derecho
lnternacional de los Derechos Humanos4

¡ en el cual el acto de desaparición y su ejecución se
Inician con la privación de la libertad de la persona y la subsiguiente falta de información
sobre su destino, y permanece hasta tanto no se conozca el paradero de la persona
desaparecida y los heohos no se hayan esclarecido'.

14. Por otro lado. el Estado guatemalteco alegó que ni la Comisión ni la Corte Interamerlcanas
tienen competencia para calificar, en el presente caso, alegadas violaciones como desaparición
forzada, ejeCUCiones extrajudiciales o genocidio, pues ello corresponderla, según su entendido, al
derecho penal Interno. Al respeclo, la CIDH reitera que lo que la Comisión y la Corte Interamerlcana
hacen es utiiizar la terminología que emplea tanto el Derecho Internacional de los Derechos

1 Corte LD.H., Caso RadlHa Pacheco Ve. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia
de 23 de Noviembre de 2009. Serie e No. 209. Párr. 20. Citando. Cfr. Eur. Ct. H.R., Case of Loizldou v. Turkey, Appllcatlon no.
15318/89, Judgment of 18 December 1996, párrs. 35 y 41.

2 Corte l.O.H., Caso Radllla Pachaco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia
de 23 de Noviembre de 2009. Serie e No. 209. Párr. 20. Citando. Articulo 14 del Proyecto de Articulas sobre Responsabilidad del
Estado por Hechos ¡¡¡citos Internacionales. Al respecto, cfr. James Crawford, The International Law Commlssion's Artlclas on State
ResponslbllUy- lntroductlon. Taxt and Commentaries, Cambridge, Unlvetsity Presa, 2002. En el mismo sentido, cfr, Caso Blake Vs.
Guatemala, Excepciones Preliminares. Sentencia de 2 de Julio de 1996. Serle C No. 27, párrs. 39 y 40; Caso Noguelra de Carvalho
y otros Vs. Brasil. Excepciones Preliminares y Fondo. Sentencia de 28 de noviembre <le 2006. Serie C No. 161 párr. 45j Caso
Tlcona Estrada y olros Vs. Bollvla, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie e No, 191, párr,
29; Le.J., Unlted Slates Olplomallc and Consular Staff In Tehran (Un[ted States of Amerlca v. [ran), Judgment of 24 May 1980, párr.
78; EUr. el. H.R., Case Papamlchalopoulos and Others v. Greece, JUdgment of 24 June 1993, párrs. 40 y 46; Eur. Ct. H,R" Case
Agrotexlm and Others v. Greece, Judgment of 24 Odober 1995, párr. 58, y H,R.C., Case Lovelaca v, Canada, Communlcallon
CCPRIC/13/D/24/1917, 30 July 1981, pérre, 10 a 11: Caso de (van Somers v, Hungr!a, Comunicación CCPR/CJ57/D/566/1993, 23
de julio de 1996, párr, 6,3, y Caso de E, y A.K. v, Hungrla, ComunicacIón CCPR/C/50/0/520/1992, 5 de mayo de 1994, párr. 6.4.

3 Corte I.O.H., Caso RadUla Pachaco Vs. México, Excepclones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia
de 23 de Noviembre de 2.009. Serie e No, 209. Parro 20.

4 Corte LO.H., Caso Radllla Pachaco Va. Méx[co. Excepdlones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia
de 23 de Noviembre de 2009. Serie e No, 209. Párr, 21, citando, Caso Velasquez Rodrlguez Vs, Honduras, Fondo. Sentencia de
29 de julio de 1988, Serie C No. 4, parro 155; Caso Halladora Portugal Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo,
Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de agosto de 200a, Serie e No. 186, pérr. 106, y Caso Tlu Tojln Va, Guatemala. Fondo,
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 200a. Serie e No, 190, párr. 84. La Carie Europea de Derechos
Humanos también ha considerado el carácter continuo o permanente de la desaparición forzada de personas. Cfr. Case Cypru$ v.
Turkey, AppUcatlon No. 25781/94, Judgment of 10 May 2001, párrs. 136, 150 Y 158, YCese of Lolzldou V. Turkey, supra nota 22,
parr, 41,

6 Corte I.O,H" Caso Radllta Pacheco Vs. México, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia
de 23 de Noviembre de 2009. Serie e No. 209. Parro 21.
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Humanos como otras ramas del Derecho Internacional con el propósito de dimensionar las
consecuencias jurldicas de las violaciones alegadas vis-a-vis las obligaciones estatales·. En
relación con la ejecución extrajudicial y la desaparición forzada, la Corte lnteramericana, desde su
más temprana hasta su más reciente jUlisprudencia, se ha referido a dichos conceptos con la
finalidad de explicar claramente las consecuencias jurldicas de los hechos, sin que ello signifique
imputar un delito a una persona natural'. La Comisión hará referencia por separado en relación con
el genocidio.

b) En re/ación con /a excepción preliminar de competencia temporal

15. En su escrito de 22 de noviembre de 2011, el Estado guatemalteco, sin destacar que se
tratarla de una excepción preliminar, sostuvo que ia Corte lnteramericana "no tiene competencia
para conocer la totalidad de las violaciones a derechos humanos ocasionadas en contra de
miembros de la comunidad de Rio Negro, en virtud que estas violaciones ocurrieron en los años de
1980 a 1982, es decir, antes que el Estado reconociera la competencia de dicha Corte y además
por ser violaciones que no persisten a la fecha y no son de carácter continuado". El Estado
guatemalteco sostuvo esta postura en audiencia pública.

16. La CIDH recuerda, en primer lugar, que, de conformidad con la parte pertinente del articulo
35.1 del Reglamento de la Corte, "ei caso será sometido a la Corte mediante la presentación del
informe al que se refiere el articulo 50 de la Convención". Es decir, la Comisión remitió el Informe de
Fondo, el cual incluye los hechos sucedidos con anterioridad a la competencia contenciosa de la
Corte y las conclusiones pertinentes, en virtud de que la Comisión si es competente para conocer
de los mismos, ya que Guatemala ratificó la Convención Americana el 27 de abril de 1978.

17. En segundo lugar, la CIDH reitera que, tal como surge claramente de la nota de remisión del
presente caso·, tomando en cuenta que el Estado aceptó la competencia de la Corte lnteramericana
el 9 de marzo de 1987, la Comisión puso en conocimiento del Tribunai "las conductas de carácter
continuado que persisten con posteridad a dicha fecha y las actuaciones que constituyen hechos
independientes y que configuran violaciones especificas y autónon'las ocurridas después del
reconocimiento de la competencia del Tribunal." En ese sentido, la Comisión expresó que:

[...] dentro de los hechos puestos en conocimiento de la Corte quedan Incluidos, entre otros,
los relativos a las desapariciones forzadas, el desplazamiento forzado, la integridad personal
de los familiares y sobrevivientes, la destrucción del tejido social de la comunidad, la falta de
Identificación de las personas ejecutadas y desaparecidas (cuyos nombres aparecen en el
informe de fondo), la consecuente falta de entierro de las mismas con base en las tradiciones
Mayas, la Imposibilidad de los sobrevivientes de regresar a sus tierras, la falia de protección
a los niños y niñas, el señalamiento como "guerrlileros, base social de la guerrilla, enemigos
Internos y subversivos", la discriminación, asi como a la falta de Investigación imparcial y
efectiva de la multiplicidad de violaciones ocurridas durante y después de las masacres.

[... ] Más aún, la CIDH considera que la Corte tiene competencia para analizar los hechos
que se refieren a la denegación de justicia a la luz de la obligación procesal derivada del
deber de garantla, ya que dichas violaciones se encuentran dentro de la competencia
temporal del Tribunal. En ese sentido, la CIDH recuerda que. tal como se manifestó en el

& Ver mutatis rnutandi, Corte tDH. Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo,
ReparacIones yCostas. SentencIa de 26 de mayo de 2010, párr. 42.

TCfr. Corte IDH. Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia. Excepciones PrelimInares, Fondo, Reparaciones y Costas.
Sentencia de 26 de mayo de 2010, párr. 42.
8 Anexo 1. Nota de remisión de 30 de novlembre de 2010.
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Informe de fondo, los hechos objeto del presente caso tratande una seouencia de graves
delitos contra los derechos humanos, que Incluye la detención arbitraria, tortura, violación
sexual y ejecución extrajudicial con extrema crueldad de miembros de la comunidad de Rlo
Negro, el posterior ocultamiento de los cuerpos, el sometimiento a esclavitud de algunos
nifios sobrevivientes, todo ello dentro de una polHlca dlsefiada por quienes detentaban el
poder1 orientada a destruir comunIdades enteras, por lo que se sostiene que en Guatemala
se produjo un genocidio. Las violaciones de derechos humanos cometidas contra los
miembros de la comunidad de Rlo Negro permanecen en la Impunidad.

(...] Finalmente, la Comisión destaca que los hechos del presente caso se enmarcan en un
contexto más general de masacres en Guatemala, las cuales fueron planificadas por agentes
estatales dentro de una polltica de "tierra arrasada" dirigida por al Estado guatemalteco
contra el pueblo Maya, calificado como !<enemigo interno", en un contexto de discriminación y
racismo, en violación de los derechos humanos fundamentales de la persona humana. La
Comisión ha dado seguimiento cercano a esta situación a través de diferentes mecanismos.
En particular, la Comisión se ha referido a esta problemática desde su segundo, tercer,
cuarto y quinto Informes sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala (1983,
1985,1993 Y2001). La Comisión considera necesario que en el análisis del presente caso, la
Corte Interamericana lome en especial consideración las caracteristicas de este grave
contexto en Guatemala, en los términos descritos en el informe de fondoe.

18. Es decir, en su nota de remisión la Comisión aclaró que los hechos puestos en conocimiento
del Tribunal, tomando en cuenta su competencia bajo la Convención Americana, y los términos bajo
los cuales el Estado aceptó dIcha competencia, son aquéllos continuados o autónomos, a partir de
la feclha de aceptación de la competencia contenciosa por parte del Estado. En virtud de lo anterior,
la CIDH considera que no existe sustento jurldico para la Interposición de la excepción preliminar,
razón por la cual reitera su solicitud a la Corte de que la rechace.

c) Sobre el deber de garantfa

19. Ahora bien, la Comisión hará ciertas consideraciones sobre el deber de garantia, tema tanto
procesal como de fondo en el presente caso.

20. Además de los hechos continuados y ios autónomos respecto de los cuaies el Estado tiene
competencia (supra párr. 15), a partir de la fecha de aceptación de la competencia contenciosa de
la Corte, asl como de las violaciones expresamente reconocidas por el Estado "que trascienden y
persisten en el espacio temporal a partir del cual le Corte tiene competencia para conocer
violaciones an contra del Estado" (supra párr. 7), la Comisión resaltó tanto en su nota de remisión,
como en su escrito de 11 de marzo de 2012 y en audiencia pública, que considera importante que la
Corte desarrolle en detalle todas las consecuencias ¡urldicas relativas al incumplimiento del deber
de garantla en reiaclón, entre otras, con las masacres, las violaciones sexuales y la persecución de
los miembros de la comunidad de Rlo Negro.

21. En ese sentido, la Comisión Interamerlcana recuerda que de conformidad con la
jurisprudencia del Tribunal, especificamente en la sentencia sobre el caso de la Masacre de las Dos
Erres vs. Guatemala '0, la Corte Interamericana "tiene competencia para analizar los hechos que se
refieren a la [...] denegación de justicia a la luz de la obligación procesal derlvilda del deber de
garantla emanada [entre otros] de los artIculas 4 y 5 de la Convención, en relación con el artIculo

1I Anexo 1. Nota de remisión de SO de noviembre de 2010.
la Ver Corte IOH. Caso De la Masacre de las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y

Costas. Sentenda de 24 de noviembre de 2009. Serie e No. 211, pérr. 19,42,48,49.
5
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1.1 de dicho instrumento, [con fundamento en violaciones de] hechos que se encuentran dentro de
la competencia temporal del Tribunal", y que han sido destacados en el Informe de Fondo, en la
parte relativa a los fundamentos de hecho, La Corte ha considerado que 'la obligación de investigar
del Estado se genera a favor de los titulares del derecho consagrado [entre otros] en el articulo 4
[",] leido en conjunto con el articulo 1.1 de la Convención, lo cual es aplicable al articulo 5 [. ,,] de la
Convención, siendo en este caso las vlctimas mortales de la masacre".

22. La Comisión nota que, en el caso de la Comunidad de Rlo Negro, las vlctimas de las
masacres, algunas vlctlmas de violaciones sexuales, asl como de persecución, vlctimas asimismo
dellnoumplimiento del deber de garantla por parte del Estado, fueron claramente identificadas en el
informe de fondo.

23. En virtud de lo anterior, la CIDH solicita a la Corte que, siguiendo su propia jurisprudenoia,
realice un análisis del deber de garanlia de:

a) los artlculos 4, 5, 7 Y 19 de la Convención Americana, en relación con el artloulo 1.1
de la misma, en perjuicio de ias vlctimas de las masacres.

b) los artículos 5 y 11 de la Convención Americana, en relación con el artlcuio 1,1 de la
misma, en perjuicio de las vlctlmas de violación sexual, J,O.S., V.C., M,T. y Maria Eustaqula
Uscap Ivoy, y además en relación con el artloulo 19 del mismo instrumento, en relación con
el articulo 1.1, en perjuicio de J.O.S. y Maria Eustaquia Uscap Ivoy,

o) los artículos 11.1, 21 Y 24 de la Convención Americana, en relación con el articulo
1.1 de la misma, en perjuicio de los miembros de la comunidad de Rlo Negro.

24. La Comisión reitera que los hechos que se refieren a la denegación de justicia a la luz de la
obligación procesal derivada del deber de garantla emanada en los que se sustentan las violaciones
de derechos referidas en el anterior párrafo, si son competencia del Tribunal.

25. Finalmente, la Comisión considera que el pronunciamiento de la Corte en su sentencia
debe incluir el contexto, los hechos de las masacres como tal, la falta de respuesta Institucional y
las acciones y omisiones que con posterioridad a tales hecll0s han impedido que las vlctimas
tengan acoeso a la vardad, justicia y reparación y, consecuantemante, han comprometido la
responsabilidad internacional del Estado de Guatemala12.

11. SOBRE EL FONDO DEL CASO

26. En el presente apartado la Comisión hará referencia a tres temas principales relacionados
con el fondo del asunto, sin perjuicio de reiterar el contenido de la nota de remisión y del informe de
fondo, en lo pertinente. Asi pues, la CIDH se referirá: a) al genocidio contra el pueblo Maya; b) los
efectos que los hechos han tenido en los sobrevivientes y famillaras de las vlctimas; y c) la
búsqueda de justicia.

a) Sobre el genocidio en contra del pueblo Maya

11 Ver Corta lDH. Caso De la Masacre de las Dos Erres Va. Guatemala. ExcepcIón Prelhnlnar, Fondo, Reparaciones y
Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Sene e No. 211, párr. 48.

12 Los párrafos 21 a 25 corresponden a la respuesta a las preguntas 2 y 3 para la CIDH.
6
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27, En su informe de fondo, la Comisión consideró que existen elementos probatorios
suficientes respecto de la planificación por parte del Estado de una estrategia dirigida a la
eliminación al menos parcial del pueblo Maya, mediante la ejecución sistemática de masacres y
otras operaciones militares, entre las que se destaca las operaciones de tierra arrasada, Con
fundamento en los criterios definidos en el Derecho Internacional, la Comisión concluyó que las
masacres contra la comunidad de Rlo Negro se enmarcan dentro del genocidio cometido contra el
pueblo Maya13, En el mismo sentido, el perito Juan Méndez, experto en la materia, haciendo un
análisis de lo concluido por la Comisión de ,Esclarecimiento Histórico y los estándares
internacionales en la materia, destacó que la "conclusión penosa de que la comunidad Maya de
Guatemala fue objeto de genocidio en esos aciagos tiempos no puede ser negada14", Agregó que:

El caso de Rlo Negro [,.,] forma parte de un patrón de conducta ocurrido en la campaña
conlralnsurgente llevada a cabo por las Fuerzas Armadas guatemaltecas en el altiplano de
ese pafs entre 1981 y 1983, [",1 Estoy convencido de la certeza de la callflceclón que usó la
Comisión de Esclarecimiento Histórico en su informe del año 1999, al concluir que además
de crfmenes de guerra y de lesa humanidad se hablan cometido actos de genocidio",

28, El Estado, por su parte, aiegó en audiencia pública que la Corte Interamericana no tenia
competencia, por no tratarse de un tribunal penal, para pronunciarse sobre el delito de genocidio,
Consideró, además, que correspondfa a los tribunales internos pronunciarse ai respecto y destacó
que, al margen de ello, era necesario tomar en consideración que las violaciones sufridas por el
pueblo Maya habrlan sido cometidas, en su mayorla, por integrantes del mismo pueblo,

29, La Comisión considera que sin perjuicio del análisis que la Corte se encuentra llamada a
hacer de los derechos de la Convención Americana, las características de los hechos, hace
necesaria una interpretación extensiva de los derechos de dicho tratado fundada en otros
instrumentos internacionales, Esto no es nuevo para la Corte, Ya en anteriores ocasiones, el
Tribunal ha calificado violaciones, por ejemplo, como crlmenes de lesa humenidad "a efectos de
explicitar de manera clara los alcances de la responsabilidad estatal bajo la Convención
Americena16". En ese sentido, la Corte ha destacado que:

En casos de violaciones graves a los derechos humanos la Corte ha tomado en cuenta, en el
análisis de fondo, que tales violaciones pueden también ser caracterizadas o calificadas
como crlmenes contra la humanidad, por haber sido cometidas en contextos de ataques
masivos y sistemáticos o generalizados hacia aigún sector de la poblaclón17

, a efectos de
explicitar de manera ciara los alcances de la responsabilidad estatal bajo la Convención en el
caso especlflco y las consecuencias jurldicas, Con ello, la Corte no realiza, de ningún modo,
una imputación de un delito a persona natural alguna, En este sentido, las necesidades de
protección integral del ser humano bajo la Convención han llevado a la Corte a Interpretar sus
disposiciones por la v(a de la convergencia con otras normas del derecho intemacional18

,

particularmente en lo relacionado con la prohibición de crlmenes contra la humanidad, que
tiene carácter jus Gogens, sin que ello pueda Implicar una extralimitación en sus facultades,
pues, se reitera, con ello respeta las facultades de las jurisdicciones penales para Investigar,
Imputar y sancionar a las personas naturales responsables de tales illcitos. Lo que la Corte

13 Ver Informe de fondo 86/10, Caso 12.649, Masacres de Rio Negro, 14 de Julio de 2010, párrs, 87, 224 a 229.
l~ Peritaje escrito realizado por Juan Mendaz en el presente caso, 19 de Junio de 2012, pag. 8.
16 Peritaje escrito reallzado por Juan Méndez en el presente caso, 19 de junio de 2012, pág, 7.
j{\ Cfr. Corte IOH. Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia. Excepciones Prelimlnares, Fondo, Reparaciones y

Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2010, párr. 42.
11 Clr. Caso Almonacld ArEdlano y 01ros Vs, Chile. Exc::epclones Prelltnlnares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia

de 26 de sepllembre de 2006. Serie e No. 154, párrs. 94 él 96 Y98 a 99.
18 Cfr. Caso de la Masacre de Maplrlpán Vs. ColombIa. Fondo, ReparacIones y Costas, supra nota 22" pérr. 115.
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hace, de acuerdo con el derecho convencional" y el derecho consuetudinario, es utilizar la
terminoiogla que emplean otras ramas del Derecho Intemaclonal con el propósito de
dimensionar las consecuencias Jurldicas de las vioiaciones alegadas vis-a-vis las
obligaciones estatales2o

•

30. En virtud de io anterior, la CIDH reitera su solicitud a la Corte de que, con la finalidad de
determinar el alcance de la responsabilidad estatal, determine que en el presenta caso, las
violaciones contra la comunidad de Rlo Negro se enmarcan dentro del genocidio cometido contra ei
pueblo Maya.

31. Ahora bien, la CIDH desea hacer referencia al alegato del Estado de que, en el marco del
tema de genocidio respecto del cual consideraba que la Corte no tenia competencia, habrla que
tomar en cUenta que las personas responsables de dichas masacres habrlan sido también
miembros del pueblo Maya, y ias victimas parte de la insurgencia o la contrainsurgencia.

32. En primer iugar, la CIDH destaca que ia propia Comisión de Esclarecimiento Histórico de
Guatemaia determinó que las vlctimas de las masacres, incluidas ias del presente caso, eran
población civil y "en ningún caso las matanzas se produjeron como consecuencia de
enfrentamientos entre el Ejército y la guerrilla"". La Comisión observa que el Estado no aportó
elemento alguno qUe sustentara su alegato en relación con la calidad de insurgentes o
contralnsurgentes de las vlctimas del presente caso. En virtud de io anterior, la CIDH rechaza la
postura del Estado al respecto puesto que considera que revictlmlza a los sobrevivientes.

33. En segundo lugar, la Comisión observa que el alegato del Estado en cuanto a que las
personas responsables de la violencia fueran Mayas también, la CIDH reouerda que los dos
elementos para la determinación de genocidio eS la configuración de alguno de los actos
relacionados en el articulo IJ de la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de
Genocidi022 y la intención de destruir el grupo total o parcialmente. En relación con el primer punto
la Comisión reitera que, en el presente caso, se perpetraron matanzas sistemáticas de miembros de
la comunidad de Rlo Negro perteneciente al pueblo Maya; se ocasionaron graves lesiones a su
Integridad flslca y mental; y se les sometió intencionalmente a condiciones infrahumanas al obligar a
los sobrevivientes a buscar refugio en la montaña durante años. En relación con el segundo punto,
es evidente que el factor común a todas las victlmas - Inciuidos niños, niñas, mujeres, ancianos,
hombres y lideres - era su pertenencia a un determinado grupo étnico (la comunidad Maya de Rlo
Negro) y evidencia que dichos actos fueron cometidos "con la intención de destruir total o
parcialmente" a dicho grupo. Además, en cuanto al articulo 3 común de los Convenios de Glnebra23

,

19 Art. 33.3.c. de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados.
~(I Corte tDH, Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia. Excepciones PrelimInares, Fondo, Reparaciones y Costas.

Sentencia da 26 de mayo de 2010, parr.42.
21 CEH. Memoria del SI/enofo, Las Violaclones de los Derechos Humanos y Los Hechos de Violencia. Volumen 3.

Violaciones de los derechos humanos, párr. 1032.

22 El arl!culo 1l establece en la parte perUnente: [ ...] cualquIera de los actos mencionados a continuacIón, perpetrados con
la lntenc16h de destruir, total o parcialmente, a un grupo nacional, étnico, racial, o religioso, como tal:

a. Matanza de miembros del grupo:
b. Lesión grave a la IntegrIdad fIslea o mental de los miembros del grupo;
e, Sometlmlento Intenolonal del grupo El condiciones de existencia que hayan de acarrear su
destrucción física, total o parcial;
d. Medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno del grupo;
e. Traslado por fuerza de nlf'ios del grupo El otro grupo,
23 Articulo 3 - Confl1ctos no internacionales: En caso de conflicto armado qUe no sea de Indole Internacional y que surja

en el territorio de una de las Altas Partes Contratantes cada una de las Partes en conflicto tendrá la obligación de aplicar, como
minimo, las siguientes disposiciones:

8



1424

9

la Comisión observa que, en ei presente caso, ios hechos se enmarcan en el contexto de un
conflicto armado interno, lo cual no exime al Estado de respetar y garantizar el respeto de los
derechos humanos básicos de las personas que no están directamente Involucradas. Por el
contrario, el Estado tiene deberes generaies y especiales de protección de la población civil a su
cargo, derivados del Derecho internacional humanitario.

34. Aunado a ello, ia Comisión recuerda que, precisamente, dentro de la estrategia estatal de
destrucción de las comunidades indfgenas, se previó que los miembros de las patrullas de
autodefensa civil fueran formadas por civiles, en su mayorla indigenas. En ese sentido, es
importante recordar que ai Inicio de los años ochenta el Ejército preparó una estrategia
contrainsurgente, para involucrar de modo activo a la población civil -especialmente a las
comunidadas Mayas. Es asf como surgen las PAC como grupos de hombres civiles organizados
coercitivamente por el Ejército como fuerza paramiiitar complementaria, con la intención de "aislar al
movimiento guerrillero y controlar a sus comunidades'" . Al respecto, la CIDH en su Informe
Especial de 19B5 documentó:

Se denomina Patrullas de Autodefensa Civil a la organización militar formada por el ejército de
Guatemala para crear y hacer operar, dentro de la población civil campesina e Indigena de
dicho pals, pequefios cuerpos organizados milllarmenle que cumplen en sus aldeas,
principalmente, labores de patrullaje, defensa y control [...] Donde su presencia es notoria es en
las denominadas áreas de conflicto, en los municipios I en las pequetlas aldeas y en los Polos
de Desarrollo.

[...] Fueron creadas duranle el Gobierno del General Romeo Lucas Gareia en el afio de 1981 y
pueslas en marcha poslerlormente por las administraciones del General Efraln Ríos Monlt y del
General Oscar Humberto Mejle Viciares. Se encuentran reguladas por diversos dispositivos
legales, reglamentos y órdenes superiores de carácter militar [... J25.

1) Las personas qUe no participen directamente en las hostllldades, Incluidos los miembros de las fUerzas armadas que
hayan depuesto las armas y las personas puestas fuera da combate por enfermedad, herida, detención o por cualquier otra causa,
serán, en todas tas circunstancias, tratadas con humanidad, sin dlstincl6n alguna de lndole desfavorable basada en la raza, el
color, la religión o la creencia, el sexo, el nacimiento o la fortuna o cualquier otro criterio análogo.

A esta respecto. se prohiben, en cualquier tlempo y lugar, por lo que atañe a las personas arriba mencionadas:

a) los atontados contra la vida y la Integridad corporal, especialmente el homicidio en todas sus formas, las mutllaclones,
los tratos crueles, la tortura y los supllclos; blla toma de rehenes; c) los atentados contra la dignidad personal, especialmente los
1ratos humillantes y degradantes: d) las condenas dictadas y las ejecuciones sin previo juicio ante un tribunal legltimamente
constituido, con garahtlas judiciales reconocidas como Indispensables por los pueblos olvlllzados.

2) Los heridos y los enfermos serán reoogldos y asistidos,

Un organismo humanitario Imparclal, tal como e! Comité Internaclonal de la Cruz Roja, podrá ofrecer sus servlclos a las
Partes en conflicto,

Además, las Partes en conflicto harán lo posible por poner en v!gor, mediante acuerdos especlales, la totalidad o parte de
las otras disposiciones del presente Convenio.

La aplicación de las anteriores dlsposiclones no surtirá efectos sobre el estatuto jurldlco de las Partes en confiicto".

24 CEH, Memoria del Silencio, Capitulo 11, Volumen 1, Las Patrullas de Autodefensa Civil. Ver también Corte LO.H., Caso
Masacra Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 29 de abril de 2004. SerIe C No. 106.

:M CIDH, rereer Informe Sobre la Situación de los Derechos Humanos en la República de Guatemala, OENSeLLlVflI.66,
aprobado el 3 de octubre de 1985, Capl1u[o 111, parto 24 y ss, Disponible en:
htiP·lIwww.c1dh.oas.orglcountryrep/GuateooalaB5sp/!ndjea htm
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35. Tal como lo destacó la Comisión de Esclarecimiento Histórico, las acciones militares de la
polltica contrainsurgente" fueron ejecutadas por orden o con conocimiento de las más altas
autoridades del Estado, consistieron prIncipalmente en matanzas de población indefensa, las
llamadas masacres27 y las operaciones de tierra arrasada'·,

36. Por su parte, en relación con la cadena de mando, el perito Juan Méndez destacó, en el
análisis sobre el crimen de genocidio que:

Bajo la figura de la responsabilidad de comando (ampliamente aceptada en derecho militar y
en derecho Internacional) es legitimo Inferir la Intención genoclda de una sucesión repetida de
actos de genocidio cometidos contra una o más comunidades, por contingentes armados
sujetos a disciplina militar, sin que se haya Intentado controlarlos o castigar lales crlmenes
mediante la disciplina Interna de la fuerza armada de que se trate".

37. De lo anterior se desprende claramente la estrategia estatal destinada a que fueran Mayas
quienes mayoritariamente integraran las PAC y que cometieran. Junto con el Ejército guatemalteco o
siguiendo sus instrucciones, violaciones en contra de las comunidades indlgenas, recibiendo
órdenes y entrenamiento directo de las fuerzas armadas.

b) Sobre los efectos que los hechos han tenido en los sobrevIvIentes y familiares de las vlcllmas

38. La comunidad Maya achl de Rlo Negro, asentada a las orillas del rlo Chixoy, en el municipio
de Rabinal, departamento de Baja Verapaz, vlvia de la agricultura, la pesca y el intercambio de
productos con la comunidad vecina de Xococ30

• El perito Alfredo itzep Manuel destacó que la
comunidad de Rio Negro desarrolló una economla autosustentable, en la que prevalecian los
principios de la agroecologla, la solidaridad y las redes sociales intra e intercomunitarlas. Esta
sustentabilidad estaba basada en los principios de ia cultura Maya Achi31

". El sobreviviente Carlos
Chen, en eudiencia pública, refirió que ei lugar donde vivlan antes de ser desplazados y
perseguidos era "un paraiso".

39. Tal como surge del expediente ante la Corte, la eliminación parcial de la comunidad de Rio
Negro, se debió, por un lado, a la identificación de los Mayas como "enemigo Interno32

", asl como a

26 La polltlca contralnsurgente entre 1978 y 1983 puede dividirse en tres fases. a) Fase selectiva (1978~1981), donde el
objetlvo principal de las operaciones mllitares fueron Individuos determinados. b) Fase colectiva y masIva entre 1981 y 1982,
periodo en el ellal se produjeron el mayor número de masacres, e) Fase de desarrollo y estabilidad, en 1983. La población
desplazada fue realojada en pueblos modelos y polos de desarrollo supervisados por el EJérello. Ver: Petición Inicial recibida el 19
de julio de 2005.

21 La CEH definió las masacres como ejecuciones arbitrarlas de mas de cinco petsonas, reatlzadas en un mismo lugar y
como parte de un mismo operaUvo, cuando las vlotlmas se encontraban en un estado de IndefensIón absoluta o relativa. CEH,
Memoria del Slfenclo. Tomo 1II, página 251.

2lI Las llamadas operacIones de tierra arrasada sIgnificaron el desplazamiento forzado de 'la población civil como
consecuencia de la represión ejercida en su contra, a través de asesinatos y la destrucción sistemática de las cosechas y
propiedades. La CEH esUmó que entre 500 mil y un mIllón y medía de guatemaltecos, en particular al InIcio de los años ochenta,
fueron forzados a huir como consecuencia dIrecta de la represión. El desplazamiento masivo de los primeros años de los ochenta
fue una consecuencia directa de los planes de campaña y operativos mUltares que el Ejército desarrolló para recuperar el control
sobre la poblacJ6n civil en las áreas de conflicto. CEH, Memoria del SilencIo. Tomo 111, página 211.

29 Perllaje escrito realizado por Juan Méndez en el presente caso, 19de Junio de 2012, pág, 4.
3(l CEH., Memoria del SilencIo, Caso 1!Llstratlvo No. 10. MASACRE Y ELlMINACION DE LA COMUNIDAD DE RIO

NEGRO.

31 Peritaje escrito del antropólogo Alfredo ltzep Manuel en el presente caso, 19 junio de 2012, pág. 24.
32 CEH, Memorfa del Sflenclo, Tomo V, Conclusiones y Recomendaciones, pág. 49.
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la discriminación contra ellos, y ~or otro, a la oposición de larga data de la comunidad a la
construcción de la represa Chixoy' . Tal como destaca ei perito Itzep Manuel, "ante ia resistencia de
los habitantes por abandonar sus tierras u obtener las tierras en un lugar cercano al de origen se
generó la estlgmatlzaclón de los pobladores de la comunidad de Rlo Negro [...qulenes] fueron
catalogados como comunistas y guerrilleros, estigmas que en esa época significaba la muerte para
los guatemaltecos"".

40. Como consecuencia de lo anterior, la comunidad Maya achl de Rlo Negro fue perseguida,
torturada, y parcialmente destruida por parte de patrulleros y militares del Ejército guatemalteco. La
brutalidad de lo vivido difícilmente encuentra palabras que lo describan. Niños y niñas, incluyendo
bebés, fueron salvajemente ejecutados frente a sus madres y hermanos siendo azotados contra las
piedras o ahorcados; las mujeres jóvenes, incluyendo niñas, fueron violadas; los ancianos y
ancianas fueron humillados frente a su comunidad y ejecutados frente a ésta. Algunos miembros
más de la comunidad fueron desaparecidos y otros quemados vivos. Los sobrevívientes fueron
perseguidos, desplazados, humillados, discriminados, sometidos a esclavitud, y algunos niños
fueron sustraldos de sus comunidades hacia otras e, Incluso, fuera del pals.

41. La perita Rosallna Tuyuc explicó el efecto que tales hechos "de salvajismo" ha tenido en el
pueblo Maya, que ha Implicado la pérdida de cultura, de tradiciones, de vesildo, de Idioma, y de
Identidad. Explicó también el efecto de las violaciones sexuales de mujeres en la comunidad que
Implican el rompimiento de la reproducción y del trabajo oral; conllevan también la vergüenza
individual y colectiva. Agregó cómo la pérdida de los niños y de los ancianos significó "un camino
roto" en la Identidad. Habló también del gran dolor que causa en el pueblo Maya la falta de
despedida adecuada con ios muertos. Destacó asimismo cómo todos estos hechos provocaron la
pérdida de la tierra y de los medios de subsistencia.

42. Por su parte, el perito ltzep Manuel destacó que en la visión dei pueblo Maya ios ancianos
son considerados gulas espirituales y son "quienes mantienen el deber de conservar las tradiciones
y costumbres religiosas desde la cosmovisión Maya y se convierten en los Intermediarios entre los
vivos, los muertos, el universo y naturaleza"". Destacó la grave afectación que la pérdida de
ancianos, mujeres y lideres tuvo en la integridad de la comunidad. En ese sentido, destacó que las
victimas del presente caso Incluyen "gulas espirituales, comadronas y dirigentes comunitarios que
velaban por el cumplimiento de los principios de la cultura Maya Achl en la comunidad de Rlo
Negro'·". Asimismo destacó como los hechos y el des~lazamiento, les "cortó el acceso a las
condiciones naturales en las que se desarrollaba su cultura 7".

43. Surge además de las declaraciones que obran en el expediente, las condiciones en las que
viven actualmente los sobrevivientes de Rio Negro. El perito Itzep Manuel, destacó que, al ser
trasladados en el asentamiento en Pacux, se "continuó rasgando la vida cultural de los habitantes
de la comunidad de Rlo Negro"; se dio un rompimiento dei tejido social que provocó "la
desarticulación de las relaciones familiares sociales y provocó la dispersión de los miembros en

33- De conformidad con Información pública, la hidroeléctrIca Chlxoy seria la més grande de Guatemala y forma un lago
artificial de 14 kH6meiros cuadrados, almacenando 313 millones de metros cúbicos de agua. Información disponible en
bttp:Hwww.rlo"negro.lnfolche/represahtml El perito Alfredo ltzep Manuel, antropólogo (19 junio de 2012), destacó que la
hidroeléctrica cubrió alrededor de 2000 hectáreas de tierras agrlcolas, yUens una extensión de aproximadamente 50 kUómell'os y
alcanzó 50 metros de profundIdad. Peritaje pág. 12, (Respuesta a la pregunta 4 común da la CIDH y los representante~).

34 Peritaje escrllo del antropólogo Alfredo Itzep Manuel en el presenta caso, 19junlo de 2012, pég. 13.
35 peritaje escrito de! antropólogo Alfredo ltzep Manuel en el presente caso, 19 Junio de 2012, pág. 6.
36 Peritaje escrito del antropólogo Alfredo ltzap Manuel en el presente caso. 19 Junio de 2012, pago 15.
31 Peritaje escrIto del antropólogo Alfredo !lzap Manuel en el presente oaso, 19 junio de 2012, pág. 16.

11



1427

12

muchas partes del pals'·". Agregó que, en Pacux, se reconfiguraron los mecanismos del
relacionamiento social, se Inició la pérdida paulatina del idioma Maya Aohl, no se pudieron realizar
rituales espirituales, las antiguas formas de organización social fueron severamente dañadas, y
dejaron de realizar fiestas tradicionaies ligadas a la agricultura'·.

44. La Comisión solicita a la Corte que, además del análisis de las violaoiones autónomas a
partir de 1987 y de las continuadas, haga un análisis de los graves efectos que, hasta el dla de hoy,
sufren los sobrevivientes y familiares de las vlctimas de masacres, persecución y violaciones
sexuales.

c) Búsqueda de justicia

45. Finalmente, dentro de este apartado, es imprescindible referirse a la búsqueda de justioia en
el presente caso. Jesús Tecú destacó en audiencia pública que dentro dei proceso de búsqueda de
justicia iniciado por ia comunidad desde 1993, se les ha revictimizado y se ha dudado de su
paiabra.

46. Para definir el alcance de la obligación de la investigación penal es necesario definir el
alcance de los hechos. En el presente caso se ha acreditado que agentes estatales y patrulleros
ejecutaron extrajudicialmente, mediante actos de barbarie, a más de 500 personas que se
encontraban en total indefensión. Asimismo, se ha acreditado que las masacres fueron planificadas
y no fueron un hecho aislado dentro del conflicto armado interno en Guatemala, sino que estuvieron
enmarcadas dentro de una polltica de Estado, diseñada por y bajo la dictadura militar, con
fundamento en la Doctrina de Seguridad Nacional del Estado y el concepto de enemigo interno,
destinada a eliminar la supuesta base social de grupos insurgentes de la época,

47. Consta en el expediente que no es sino hasta 1993, once años después de las más
masacres, se Inicia una de las investigaciones por denuncias de los sobrevivientes. Antes, el
acceso a la justiola era Jesús Tecú Osorio tenia 10 años de edad cuando sus padres fueron
asesinados en la masacre de Xococ, manifestó dentro del proceso penal abierto en 1993:

Cuando nos enteramos de que hablan matado a nuestros papas, no hicimos nada. Qué pudimos
hacer [...] ir a la poliC!a? Ir a los comisionados mllltares?, ir al ejército? [, ..) es la misma gente que
nos mató a nuestros papás. Nos matarlan también al denunciarlo [.,.14°,

36 Parllaje escrito del antropólogo Alfredo ltzep Manuel en el presente caso, 19 Junio de 2012, pég.15.
39 Peritaje escrito deJantropólogo Alfredo ltzep Manuel e11 el presente caso, 19 junio de 2012, pág. 17,
El párrafo 43 corresponde a la respuesta de la pregunta 3 común de la CIDH y los representantes, Además, cabe agregar

que la Información con la que cuenta la Comisión, y de la que pudo corroborar en su visita a Paoux en junio de 2009, la mayorla de
los sobrevivientes de las masacres y de la persecucl6n residen en Pacux, y algunos otros, le minoría, se encuentran o bien en otras
reglones del pars o en el extranjero, oomo es el oaso de Domlnga Sic. Las condiciones que la Comisión pudo corroborar
directamente es la situación de exlrema pobreza y de Inflmos servicios básicos, Es Importante deslacar que la ComunIdad, pese a
sus limitaciones, ha logrado crear un centro comunitario de memoria de lo sucedido en la masacres.

Además, eh relación con la respuesta a la pregunta 6 común de la C1DH y los representantes, los mIembros de Rfo
Negro no pueden regresar a su territorio en vlrtud de que ha sido Inundado por la rl;lpresa. ExIsten hoy en die algunas casas en la
parte alta del pueblo que no fue Inundada y que permanecen ah! como un ejemplo de la forma de vIda anterior; también existe un
pequeño centro de explicao[ón de 10 que fue la masacres. En la parte más alta del cerro, en Pacoxom, es donde se llevó a cabo
una de las masacres y actualmente exlsteh algunas cruces y recordatorios de lo sucedido. De la InformacIón con la que cuenta la
CiDH, para tener acoeso a todo lo anterlor. los miembros de la Comunidad deben solicitar permiso de entrada aliNDE. La
ComIsión, en su visita al territorio, tuvo qua solicitar dicho permiso, a través de los representantes de las vic(bnas,

40 Escrito de 105 petlolonarlos reolbldo el 7 de mayo de 2007. Anexo. Proceso Penal 001-98-1. TestImonio de Jesús TacO
Osorlo de febmro de 1995, follas 287 a 294.
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48. Consta en el expediente que de las cinco masacres contra la comunidad de Rfo Negro, se
abrieron 3 investigaciones. Una de ellas, la de Agua Fria, tuvo sentencia absolutoria por no haberse
podido identificar a las vfc!imas calcinadas. La maSacre de Pacoxom fue una sentencia
condenatoria por 3, primero, y 26 personas identificadas, después, de un mfnimo de 145 restos. Al
respecto caba dastacar lo manifestado por el perito M6rth, en el caso de la maSacre de Pacoxom
"se quedan 145 personas sin ser tomadas en cuenta para la sentencia, prácticamente en el olvido
judicial. Su muerte queda sin consecuencia penal41

• En Agua Frfa los hechos quedaron totalmente
impunes al no ser Identificado -por ser cientlflcamente imposibfe42

- ninguno de los catorce restos
encontrados.

49. La Comisión considera que el razonamiento utilizado por la justicia interna de que no es
posible condenar a una persona si las vlctimas no han sido identificadas e individualizadas -pese a
que existan los cuerpos y las declaraciones de las vfctimas sobrevlvientes- no sólo abona a la
impunidad, sino que reviclimlza a los sobrevivientes y reproduce patrones de discriminación contra
la población indlgena, como son las vfctimas en el présente caso.

50. Por otro lado, la investigación de Xococ no tiene avances, salvo la exhumación realizada en
2001. No se han abierto Investigaciones por ias masacres de La Capilla y Los Encuentros; tampoco
se han investigado las violaciones sexuales, la suerte de las mujeres y ni~os desaparecidos, ni lo
sucedido con los niños y ni~as sustraldos. Al respecto, la Comisión desea destacar que dentro del
proceso abierto por los hechos de Rio Negro (Pacoxom) y Agua Fria los tribunales internos han tenido
conocimiento de las masacres cometidas en la capilla de Rfo Negro y Los Encuentros, así como de las
violaciones sexuales, las desapariciones y la sustracción de los niños y niñas de su comunidad. Además,
la Comisión de Esclarecimiento Histórico se refirió a dichas masacres en la Memoria del Silencio dentro
del análisis del Caso de Río Negro. A pesar de ello, el Estado no ha abierto un proceso al respecto para
investigar los hechos.

51. Al respecto, conforme ha sido reiterado por la Corte y la Comisión, tratándose de la alegación de
delitos perseguibles de oficio, el Estado debió iniciar fas investigeciones respectivas y promover e
impulsar ei proceso penal hasta sus úitimas consecuencias43 y, en esos casos, éste constituye la vfa
idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y estabiecer las sanciones penales
correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación. Asl pues, tratándose de delitos
persegulbies de oficio, como lo son en ei presente caso, el Estado debió fnlciar motu proprio las
investigaciones respectivas y no lo hizo.

52. Por la masacre de Pacoxom, una de las cinco masacres, actualmente existen 9 patrulleros
cumpliendo condena, 3 patrulleros más tienen orden de oaptura y se encuentran prófugos; ei
coronel Solares tiene orden de captura desde 2003 y ha seguido percibiendo, mientras tanto, su
pensión por parte del Ejército. Tal como consta del expediente y fue destacado por el perito Mlchael
Mórlh en audiencia pública, ningún otro militar ha sido investigedo, pues las instituciones castrenses
han negado que existiera información relacionada. Los hechos se encuentran Impunes.

41 MMh, Michel, ~Es suficiente ser persona o necesitamos número de cédula para ser protegidos por el Derecho Penal'"
en Revlsta del Ministerio Público, Guatemala, octubre de 2003, pág. 20.

4~ Ver peritaje da Fredy Peccarelll, eh relación con la expllcaclón de la exhumaolón de la Masacre de Agua Fria.
43 Corte IDH, Caso BaJdeón Gafola Vs, Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de abril de 2006. Serie e

No. 147; Corte IDH, Caso de la Masacre da Pueblo Bello Vs. ColombIa. Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 31 de enero
de 2006. Serie e No. 140; Véase también CIDH, Informe W 52/97, Caso 11.218, Arges Saque/fa Mangas, Informe Anual de 1997.
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53. El alto nivel de impunidad en Guatemala ha sido reconocido en si mismo como una de las
más serias violaciones de los derechos humanos que tienen lugar en dicho pals" y ha sido uno de
los principales factores que ha contribuido a la persistencia de las violaciones de derechos humanos
y de la violencia criminal y social'5. En su informe del año 2003, Justicia e inciusión Social: Los
Dasaflos de la Democracia en Guatemala, la CIDH expresó que:

El Poder Judicial no ha asegurado aún a la mayorla de guatemaltecos y guatemaltecas el
respeto de los derechos humanos de los Individuos a través de la Investigación de las
denuncias y la individualización y sanción de los responsables de violaciones a los derechos
humanos dal presente y dei pasado. La falta de capactdad del Estado guatemalteco de
proveer un sistema de administración de justicia adecuado y eficiente, y una ¡ustlcla
independiente e Imparcial, Impide el acceso de los guatemaltecos a la ¡usticia. Sin una
administración de justicia fuerte y respetuosa de los derechos fundamentales de los
Individuos es Imposible lograr el fortalecimiento democrático del Estado y de la vigencia del
Estado de Derecho que Guatemala requlere46

,

54. La Comisión observa que varios organismos internacionales se han expresado en sentido
similar'7, dejando constancia que en Guatemala aún no se habrlan superado los obstáculos legales
y fácticos evidentes en el presente caso -pese a los esfuerzos del equipo del Ministerio Público en
los últimos años- que impiden que el sistema de administración de justicia garantice de manera
efectiva los derechos de las y los guatemaltecos.

55. Los hechos del presente caso se enmarcaron en un contexto de extrema violencia y
persecución, en el cual la Impunidad constituyó uno de los principales engranajes de un sistema en
cuyo marco se cometieron las más inefables atrocidades. La obligactón de combatir la Impunidad
descansa justamente sobre el entendimiento de que la misma "propicia la repetición crónica de las
violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las vlctimas y sus familiares"".

56. En ese sentido, los hechos objeto del presente caso no tratan de un asesinato múitiple, sino
de una secuencia de graves delitos contra los derechos humanos, que incluye la detención
arbitrarla, tortura, violación sexual y ejecución extrajudicial con extrema crueldad de cientos de
habitantes de la comunidad de Rlo Negro, el posterior ocullamiento de los cuerpos y el
sometimiento a esclavitud de algunos niños sobrevivientes, todo ello dentro de una polltica
diseñada por quienes detentaban el poder, orientada a destruir comunidades enteras, por lo que se
sostiene que en Guatemala se produjo un genocidio. En tal sentido, el Tribunal de Sentencia Penal,

44 CIDH, QuInto Informe sobre la Situación de los Dereohos Humanos en Guatemala (2001), Capitulo IV, Parr, 55.

45 CIDH, QuInto Informe sobre la SituacIón de los Dereohos Humanos en Guatsmala (2001), Capitulo IV, parr. 57. En al
Informa, la CIDH hizo el siguiente llamado al Estado: "La Comisión exhorta al Estado a dedicar atención prIoritaria y voluntad
polltlca para superar la situación de lmpunldad que persiste y reItera que el Estado enfrentaré la responsab!lldad por todas las
violaciones de los derechos humanos que ocurran hasta el momento en que tome las medidas necesarias para garantizar que la
justlcla sea admlnlsirada de manera Imparcial yefectlva."

46 C,I.D.H., Justicia e Inclusión social: Los desatlos de Ja democracia en Guatemala, OENSer,UV/I1.118 Doc. 5 rev. 1,
aprobado e129 de diciembre de 2003, cap. 1, párr. 87.

47 Ver Naciones Unidas, Rapart of the Speclal Rapporte\Jr on the lndependence of the Judges and lawyers - Misslon to
Guatemala, AlHRC/11/41/Add.3, 1 de octubre de 2009; Raport of lhe Speclal Rapporteur on extraJudicial, summary or arbltrary
executlons· Mlsslon toGuatemala, AfHRC/11/2fAdd.7, 4 da mayo da 2009, págs, 10-17; Informe de la Alta Comisionada de las
Naolones Unidas para los Derechos Humanos sobra las actividades de su Oficina en Guatemala, NHRC/13/26/Add.1, 3 de marzo
de 2010, parrs. 28-40, 89-93. Ver también Corte IDH. Caso Tlu To]ln Vs. Guatemala. Fondo, Reparaolones y Costas. Sentencia de
26 de novIembre de 2008. Serie e No. 190, párrs. 29 y 70.

~ Corte IOH, Caso Lo&yza Tamaya Vs. Perú. Reparaolones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 1998, Serie e,
No. 42, párrs. 169 y 170.
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Narcoactividad y deiitos contra el Ambiente dei Departamento de Baja Verapaz consideró Ikue "los
hechos cometidos [... ] significaron la desaparición completa de ia comunidad [de Rlo Negro]' ".

57. Según el corpus iuris del Derecho Internacional, un crimen de lesa humanidad es en si
mismo una grave violación a los derechos humanos y afecta a ia humanidad toda5

". Los hechos del
presente caso han infringido nonmas inderogables de derecho' internacional, lo que hace nacesarla
la activación de medios, instrumentos y mecanismos para la persecución efectiva de tales
conductas y la sanción de sus autores, con el fin de prevenirlas y evitar que queden en la
impunidad. Ello ha sido confirmado por los tribunales internos al establecer que los hechos descritos
constituyen crimenes de lesa humanldad61

.

58. Por tanto, ia Comisión considera imperante que el Estado lleve a cabo Inmediatamente ias
debidas diligencias para activar y completar eficazmente, en un plazo razonable, la investigación
para identificar, juzgar y sancionar a los responsables, materiales e intelectuales, de las violaciones
a los derechos humanos cometidas en perjuicio de las víctimas del presente caso. En cumpiimiento
de esta recomendación, el Estado debe tener en cuenta que las graves violaciones a los derechos
humanos son imprescriptibles,

d) Sobre ia identificación de v/climas

59. La Comisión observa que, tal como se desprende de los hechos probados del informe de
Fondo y ha sido ampiiamente expiicado por la CIDH, el presente caso reviste complejidades
particulares en virtud del contexto de conflicto armado interno en el que se dieron los hechos,
aunado a las consecuencias del mismo. Ello expiica que el número de víctimas entre el Informe de
Fondo, las iistas de los representantes de las víctimas, en la Memoria dei Silencio, en los Informes
antropológicos, y en el número de certificados de defunción, no necesariamente sea el mismo.

60. En ei presente acáplte la Comisión se referirá, en primer lugar, a los antecedentes del
trámite ante la CIDH, para posteriormente referirse a los factores que, en visión de la Comisión,
deben tomarse en cuenta ai momento de la determinación de las víctimas por parte de la Corte.

Antecedentes en ei frámite ante ia CIDH

61. En el informe de admisibilidad la Comisión determinó que, con base en la información
aportada hasta ese momento, el número de víctimas ascendla a 89 ejecutados extrajudicialmente
en la Aldea de Xococ, 190 ejecutados extrajudicialmente en la Aldea de Río Negro, 57 ejecutados
extrajudicialmente y desaparecidos forzadamente en el paraje de Los Encuentros, 116 ejecutados
extrajudicialmente en el caserlo de Agua Fria, 51 ejecutados extrajudicialmente en diferentes
momentos entre 1980 y 1985 por persecución sistemática, as'( como 17 ni~os y niñas sometidos a
esclavitud,

49 Escrito de los peticionarlos recibido el 1° de julio de 2008. Copla de la sentencia emitlda por el Tribunal de Sentencia
Penal, Narcoacllvldad y Delitos contra el Ambienta del Departamento da Baja Verapaz, Salamá, causa número 28·2003 H úF 1° de
28 de mayo de 2008, pág. 353.

60 Corta IDH, Caso Afmon8oid Arel/ano y otros Vs. Chlte. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas.
Sentencia de 26 de septiembre de 2006, Serie e No. 154, parr, 96.

51 Escrito de los pellclonar[os recibido el 1° de julio de 2008. Copla de la sentencia emitida por el Tribunal de Sentencia
Penal, NarcoacUvldad y Delitos contra el Ambienta del Departamenfode Baja Verapaz, Salama, causa nlÍmero 28H2003~OF 1° de
28 de mayo de 2008, pág. 353.
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62. En el mismo informe de admisibilidad la CIDH manifestó que, en virtud de la complejidad del
caso, el listado de personas individualizadas podrla ser ampliado para Incluir a otras presuntas
vlctimas por los hechos alegados, por lo que la CIDH considerarla su análisis durante la etapa de
fondos'. Asimismo, dentro de la caracterización de los hechos del caso, la CIDH incluyó, además
de las cuatro masacres de 1982, los hechos relativos a la alegada desaparición forzada de 7
representantes de la comunidad de Rlo Negro, sucedida a comienzos de 1980, asl como a la
ejecución de 7 miembros de dicha comunidad el 4 de marzo de 198053•

63. Con posterioridad al informe de admisibilidad, ios representantes de las vlctimas
presentaron ante ia CIDH nuevas listas en las cuales se incluyó un mayor número de vlctimas, a
saber: 91 ejecutados extrajudicialmente en la Aldea de Xococ, 203 ejecutados extrajudicialmente en
ia Aldea de Rlo Negro, 81 ejecutados extrajudicialmente y desaparecidos forzadamente en Los
Encuentros, 128 ejecutados extrajudicialmente en el caserlo de Agua Frfa, 62 ejecutados
extrajudicialmente en diferentes momentos entre 1982 y 1985 por persecución sistemática, y 376
familiares de las victimas. Asimismo, confinmaron la información respecto de los 17 ni~os y ni~as

sometidos a esclavitud.

64. Los informes antropológicos destacan que en las exhumaciones se obtuvieron 145 restos en
Pacoxom, 44 en Xococ y 14 en Agua Fria. En el caso de Rlo Negro (Pacoxom) sólo se pudo
Identificar a tres vlctimas, en Xococ sólo a dos, yen el de Agua Fria a ningunas,.

65. Toda la información aportada por los peticionarlos en el trámite ante la CIDH, incluyendo las
listas, los certificados de defunción, los infonmes antropológicos y las declaraciones, fue puesta en
conocimiento del Estado guatemalteco.

66. Por otro lado, la Comisión para el Esclarecimiento Histórico en su Informe, verificó los
siguientes hechos con base en los testimonios recibidos: 74 ejecutados extrajudicialmente en la
Aldea de Xococ, 177 ejecutados extrajudicialmente en la Aidea de Rlo Negro, 79 ejecutados
extrajudicialmente y 15 desaparecidos forzada mente en Los Encuentros, y 92 ejecutados
extrajudicialmente en el caserlo de Agua Frlass .

67. En virtud de lo anterior, la Comisión destacó las circunstancias particulares que dificultaron
una mayor identificación a la realizada durante la etapa de fondo ante si en el capitulo de
"determinación de vlctlmas" del Informe de fondo.

68. Asr, con base en la información que tuvo la Comisión en el proceso ante si, en el Informe de
Fondo consideró como vlctimas da ejecución extrajudicial a las siguientes personas: (i) 7 ejecutados

52 eIDH, Informe No. 13/08, Petición 844~2005, Admisibilidad, Comunidad de Rro Negro del Pueblo lndlgena Maya y sus
miembros, Guatemala, 5 de marzo de 2008, párr, 60.

li3 C1DH, Informe No. 13/08, Petición 844-2005, Admisibilidad, Comunidad da Rlo Negro del Pueblo Indigana Maya y sus
miembros, Guatemala, 5 de marzo de 2008, párr. $2 a) y b).

54 Los párrafos 64 y 94 corresponden a parle de la respuesta a la pregunta 1 camón para la CtDH y los representantes. A
ello debe agregarse que, tal como ha sido ampliamente explicado por la Comisión y por el perllo Peceerel!!, la Imposibilidad 'de
identificación clentitica no obsta para que los fam!Uares y sobrevivientes sepan quiénes murieron en determinados hechos, puesto
o que vieron directamente cómo eran ejecutados -como por ejemplo en el caso de Jesús Tecó Osorlo respecto de su famllla- o
bien otros sobrevivientes les Informaron que sus familiares fueron muertos en los hechos. Además, tal como ha sido expuesto,
muchas victimas ,ejecutadas fueron registradas como muetias o desaparecidas décadas después de 10$ hechos. Para responder
plenamente a esta pregunta, la ClDH solicita a la Corte que tome en conslderaolón todo el apartado relativo a Identiflcaclón de
vlctimas en el prosente escrito, as! como toda la prueba que obra en el expedIente.

5/> CEH. Memoria del Sllem:!o. Tomo VI, casos ilustrativos Anexo 1, págs. 47 a 51.
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extrajudicialmente en la parroquia de Rlo Negro en 1980 (párrafo 94 del Informe de Fondo), (il) a los
91 ejecutados extrajudicialmente en la Aldea de Xococ (párrafo 100), (ii1) 203 ejecutados
extrajudicialmente en la Aldea de Rlo Negrc (párrafo 117), (iv) 81 ejecutados extrajudicialmente en
el paraje de Los Encuentres (párrafo 130), (v) 128 ejecutados extrajudicialmente en el caserlo de
Agua Fria (párrafo 134), Y (vi) 63 ejecutados extrajudicialmente en diferentes momentos entre 1980
y 1985 (párrafc 140). Asimismo, consideró como vlctimas familiares/sobrevivientes a las personas
incluidas en el Anexo I dei Informe de fondo; consideró como vlctimas desaparecidas plenamente
identificadas a dos personas -sin perjuicio de indicar que se tenia información de que al menos 15
más habrlan sido desaparecidas; y se identificó que, al menos, cinco mujeres vlctimas de violación
sexual hablan sido plenamente identificadas -sin perjuicio de indicar que los testimonios
destacaban, y fue comprobado por los propios tribunales internos, que se dieron múltiples
violaciones sexuales contra las niñas y mujeres de Rlo Negro. Finalmente, la Comisión consideró
como victimas también a 17 niños que fueron sometidos a trabajo esclavo.

69. En el proceso ante la Corte, los representantes de las vlctimas han actualizado el listado de
vlclímas.

Elementos a tomar en cons/deraclón:

70. La Comisión reitera sus consideraciones realizadas en el capitulo de determinación de
vlctimas del Informe de Fondo, las realizadas mediante notas de 22 de febrero de 2011 y 3 de julio
de 2012, asl como las observaciones realizadas en audiencia, en relación con Sin perjuicio de ello,
la Comisión hará las siguientes consideraciones:

71. La CIDH considera que el elemento primario a tomar en consideración al entrar a hacer un
análisis de la identificación de vlctimas es que los hechos del presente caso se dieron en un
contexto conocido por la Corte, sobre la polltica contrainsur,gente" que en Guatemala se caracterizó,
especialmente durante la época más violenta dei confllct05

, por acciones militares destinadas a la
destrucción de grupos y comunidades como tales, asl como su desplazamiento forzado cuando se las
consideraba posibles auxiliares de la guerrilla. Estas acciones militares, ejecutadas por orden o con
conocimiento de las más altas autoridades del Estado, consistieron principalmente en matanzas de
población Indefensa, las llamadas masacres68 y las operaciones de tierra arrasada". En ese sentido,la
Comisión de Esclarecimiento Histórico destacó:

56 La politIce contralnsurg€lnle entre 1978 y 1983 puede dividirse en tres fases. a) Fase selectiva (1978-1981), donde el
objetivo principal de las operaciones militares fueron individuos determinados, b) Fase colectlva y masiva entre 1981 y 1982,
periodo en el cual se produjeron el mayor número de masacres. e) Fase de desarrollo y establlldad, en 1983, La población
desplazada fue reatojada en pueblos modelos y polos de desarrollo supervisados por el Ejército. Ver: Petición Inicial recibida el19
de juno de 2005.

51 El 10 de julio de 1982 se dictó una ley de Estado de SItio que prohlbla toda actividad polrtlca y a través de la cual "se
aseguró el control oficial de los medios de Información al declararse deUto la publicación de cualquier Información acerca de la
actividad guerrillera", (Amolstla Internaolonal, Guatemala: '(he Human Rlghls Record, Londres. 1987). Dicha disposición también
prohibla dar a conocer opiniones sobre la situación pallUca del pafs. Asimismo, durante los años de mayor violencia del confl1cto
armado, el Ejército diseñó una fáctica tendIente a la deslnfonnaclón con el propósito de distorsionar la oplnióM pública y legitimando
el acolonar del Estado como medida válida para la luoha militar con1ra la guerrllla. Ver escrito del Es1ado recibido 0115 de enero de
2010. Plan de Acción Antl~subverslvo de la Armada, Plan VIctoria 82. Dicho Plan Victoria 82, dlsponla la "censura o suspensión de
las transmisiones civiles y la vigilancia y control de los aspectos 'vulnerables de la reglón [entre los que se cuenta] el sistema de
radioemisoras, antenas y repetidoras [...y la] prevención de Interferencia civil en operaciones mllltares [...] control Ubre acceso a las
fuentes de Información". CEH, Guatemala: Memorla de! SfJen%, CapItulo 11, Volumen 3, párrs, 480 y 481. Ver también, escrito del
Estado recibido el 15 de enero de 2010. Anexo. Plan de Campafla Victoria 82.

5l.l La CEH definió las masacres como ejecuciones arbitrarias de mas de cinco personas, realiZadas en un mismo lugar y
como parte de un mismo operativo, cuando las vlctlmas se encontraban en un estado de Indefensión absoluta o relativa. OEH,
Memoria del SilencIo, Tomo 1lI, página 251.
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la secuencia, repetlcJón y maslvídad de los actos brutales a que fueron sometidos colectivamente
los miembros del pueblo Maya, demuestran la intención positiva de destruirlo total o parcialmente,
como ocurrió con la sistematica persecución en contra de ciertas comunidades, como Rfo Negro, y
la que sufriera la población desplazada, quIenes se quedaban en sus comunidades, e incluso los
que se entregaban al Ejército. En el municipio de Rablnal estos actos afectaron dlscriminadamente
al grupo Maya aahl, lo cual constituye otro elemento de convicción acerca del carácter genoclda de
tales amos...por Jo que constltuyen actos discrlmlnatorlos60

.

72. De lo anterior es claro que la Intención, desde el origen mismo de los hechos, fue eliminar a la
comunidad de Rlo Negro, sus vidas y todas sus pertenencias. Tal como ha sido probado, fueron cientos
las personas ejecutadas. En cuanto al modus operandi, ia CIDH se remite a su Informe de. Fondo, asl
como a las consideraciones hechas anteriormente en cuanto a genocidio. Con base en dicho contexto
resultaba imposible, tal como destacaron las vlctimas sobrevivientes, interponer una denuncia
inmediatamente y cualquier búsqueda de justicia, en la época de los hechos.

73. Del mismo contexto es evidente que "como resultado del fenómeno de matanzas masivas en
comunidades, repetidas veces murieron famiiias enteras lo cual dificulta la obtención de
información, especialmente de los Individuos más jóvenes, por lo tanto [es dificil] su
individualización tanto al momento de reporiar a las vlctlmas como al momento de realizar la
Identificación6

'". Es importante recordar que al momento de los hechos muchos de los
sobrevivientes eran niños y niñas, algunos de los cuales quedaron sin familiares y sin los datos de
registro y fechas de nacimiento de sus familiares.

74. Además, tal como ha sido destacado durante el proceso ante la Corte, y se ve reflejado en
los diagramas referenciales remitidos por la CIDH mediante la nota de 3 de julio de 2012, las
masacres tuvieron como objetivo destruir a la comunidad entera, incluyendo familias completas,
siendo que entre esas familias hay apenas uno o dos sobrevivientes.

75. Producto asimismo de los hechos, algunos sobrevivientes testigos migraron, lo cual, tal
como destaca el perito Peccerelli, puede afectar ei número de victimas reportadas y los posibles
lugares de enterramiento. Tal como consta en el expediente, algunos sobrevivientes se fueron a
otros departamentos e, incluso, fuera del pais.

76. Es importante recordar que la comunidad de Rfo Negro estaba conformada por sectores que
llevaban los apellidos de sus primeros pobladores; Pasánchez, Pauscap, Paosorio, Pachen, Pamuy
y Xechaj. Ello explica los homónimos. Asimismo, ello permite inferir razonablemente que ia mayorfa
de las victimas estaban interrelacionadas.

77. No es sino hasta más de diez años después de los hechos que se empiezan a hacer las
primeras denuncias y comienzan a hacerse las respectivas exhumaciones. Con base en los

59 Las llamadas operaciones de lierra arrasada significaron el desplazamiento forzado de la población civil como
consecuencia de la represión ejercida en su contra, a través de asesinatos y la destruoclón sistematice de las cosechas y
propiedades. La CEH estimó que entre 500 mil y un millón y medio de guatemaltecos, en particular al Inicio de los años oohenta,
fueron forzados a huir como consecuencia directa de la represión, El desplazamiento masivo de 10$ primeros años de los ochenta
fue una consecuencia dIrecta de íos planes de campaila y operatlvos militares que el Ejército desarrolló para recuperar el control
sobre la población civil en las áreas de oonfl1oto. CEH, Memoria del Silencio. Tomo m, página 211.

60 CEH, MemorIa del SilencIo, Las Violaciones de los Derechos Humanos y Los Hechos de Violencia. Volumen 3.
Violaciones de los derechos humanos, párr, 1081.

61 Peritaje rendido por el Director Ejecutivo de la Fundación de Antropologia Forense de Guatemala, Fredy Peccerelll, en
el presente caso de fecha 18 de Junio de 2012, pág. 13.
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elementos tafonómicos'2 expresados por el perito Fredy Peccerelll, como los lugares de entierro, las
condiciones climáticas y la intervención humana, se encontraron un número espedfico de restos en
las diferentes exhumaciones, lo cual "no se exciuye que el número haya sido mayor".
Especlficamente, según el peritaje del Dr. Peccerelli:

a) en Pacoxom las vlctimas fueron arrojadas a una "quebrada de invierno", con una pendiente
inclinada y parcialmente cubierta con tierra, la cual sufrió movimiento de aguas y erosión
del terreno, lo que ocasionó que algunos cuerpos rodaran hacia la parte baja.

b) en Agua Fria, "los restos de las vlctimas incineradas y las que no lo fueron quedaron
expuestos a flor de tierra, lo que ocasionó que animales depredadores devoraran y
esparcieran los restos". Además, agentes naturales también alteraron la ubicación y estado
de los huesos, y hubo una "perturbación de la fosa ocasionada por intervención humana
posterior a ia inhumación original[, es decir,] el sitio fue saqueado en busca de estos
restosll

•

c) en Xococ se ubicaron siete fosas, tres de ellas alteradas, por lo que "no se tiene certeza
sobre el número de individuos que pudieron haber estado enterrados dentro de las
mismas". Además, existe la "posibilidad que existan más fosas que no se hayan
encontrado", pero es dificil su ubicación debido a que "no hay sobrevivientes de la masacre
ni nadie vio dónde fueron enterrados".

78. A io anterior debe agregarse que, aún en el dia de hoy y con el paso del tiemp'0 "en algunas
comunidades aún persiste el miedo [... ] que se puedan repetir los mismos hechos' ", razón por la
cual temen acercarse a dar información y continúan conociéndose constantemente hechos
desconocidos hasta el momento.

79. Es importante agregar que, tal como consta del expediente ante la Corte y fue claramente
explicado por el perito Mlirth, el Estado no ha tomado medidas algunas dentro del único proceso
abierto, para tratar de tener una identificación plena de las vlctimas. Por el contrario, ha cerrado una
investigación "por falta de identificación", pese a la existencia de restos humanos y declaraciones
que indicarlan las personas que fueron muertas en dicha masacre y no ha abierto investigación
alguna de lo sucedido en las masacres de Los Encuentros y La Capilla. A ello es necesario agregar
la falta de colaboración por parte de las fuerzas de seguridad "para llegar a entender lo que pasó,
en dónde y quiénes pueden ser las personas que murieron yen dónde están sus cuerpos"".

80. Ahora bien, en cuanto a los documentos de identidad qua prueben que cierta persona
existió, la Comisión considera que, ab initio, se tiene que tomar en consideración que, tal como la
Corte ha podido comprobar en diferentes casos de comunidades Indlgenas y tribales's, es
altamente probable que no contaran con certificado de nacimiento, en virtud de la falta de presencia
estatal que facilitara el registro. A ello debe agregarse que el pals se encontraba en un conmcto
armado Interno, que las vlctimas del presente caso eran objetivo militar, que vivlan a horas a pie del
poblado más cercano para registrar nacimientos, con lo cual no resulta razonable pensar que todas
las personas tuvieran certificados de nacimiento, yen el caso hipotético que las tuvieran, debemos

llJ! Los procesos tafonómlcos son aquellos a los que están expuestos los cuerpos desde su muerte hasta su hallazgo en
los diversos contextos en los cuales se encuentran.

63 Peritaje de Fredy Peccerelll, pág. 35.
64 Peritaje de Fredy Peccerelll, pág. 37.
(;5 Aloeboetoe, Molwana, VS. Surlnam, y Yakye Axa, Sawhoyamaxa l/S. Paraguay.
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recordar que todas las pertenencias de los miembros de Rlo Negro fueron destruidas. En el caso
especifico de las personas muertas en Xococ, es Importante recordar que a todas ellas se les
hablan quitado los documentos de identidad una semana antes de la masacre en dicha aldea.

81. En relación con los familiares/sobrevivientes Identificados en el Anexo 1, la CIDH reitera sus
notas de 22 de febrero de 2011 y 3 de julio de 2012, y reitera las consideraciones realizadas en el
capitulo de determinación en cuanto a la distinción/relación entre familiares y sobrevivientes.

82. Ahora, en relación con los certificados de defunción, tal como surge del expediente, los
mismos son de fecha posterior a los hechos del caso, de hecho, entre 15 y 28 años postericres a
los hechos. Ello es asl, en virtud de que, concluido el conflicto armado, se abrió una posibilidad para
registrar la muerte o desaparición de vlctimas del conflicto, que requerla ciertas formalidades. La
CIDH observa que algunos de los certificados de defunción aportados en el presente proceso como
prueba de defunción incluyen la causa de muerte, dentro de las cuales se encuentran, entre otras,
las siguientes causales: "por la violencia", "se desconoce", "arma de fuego", "torturas", y "muerte
presunta". Al respecto, si bien la Comisión valora la presentación de dichos certificados, reitera su
consideración de que, por las caracterlsticas especlficas del presente caso, la determinación de
vfctimas no se puede limitar a ellos, en virtud del contexto en el que se dieron los hechos, la
dificultad para los familiares y sobrevivientes -en caso que ios hubiera- para solicitarlos, asl como
la falta de avances en las investigaciones e identificación de los restos de todas las masacres.

83. En todo caso, la Comisión recuerda que ya la Corte. ha tenido experiencias en relación con la
identificación de grupos. En ei caso de la Comunidad Molwana vs. Surinam, ia Corte ya ha tenido
como ella misma lo llamó "amplitud de criterio" en la determinación de las personas respecto de
quienes no se tenia documento oficiai de identificación66

. Además, en el caso de Aioeboetoe y otros
vs. Suriname:

[".] es cierto que la Identidad de las personas debe probarse, en general. mediante la
documentaoión oorrespondiente. pero la situación en que se encuentran los [pueblos
Indlgenas o tribales] se debe en gran medida a que el Estado no mantiene en la reglón los
registros civiles en número suflolente y por ello no puede otorgar la dooumentaoión a todos
los habitantes con base en los datos obrantes en ellos. [El Estado] no puede exigir entonoes
que se pruebe la tiliación y la identidad de las personas mediante elementos que no
suministra a todos sus habitantes en aquella región. Por otra parte, [el Estado] no ha ofrecido
en este litigio suplir su Inacolón aporiando olras pruebas sobre la identidad y la filiación de las
vfctimas y sus sucesores67

•

84. Además, la Comisión recuerda que, en su escrito de 22 de noviembre de 2011, el Estado
guatemalteco reconoció expresamente como vlctimas del caso a los desaparecidos Ramona Lajuj y
Manuel Chen Sánchez. asl como a sus familiares, a los 17 niños y niñas vlctimas de trabajo
esclavoS", una de quienes también fue vlctima de violación sexual69

, a las "vlctimas sobrevivientes y

66 Corte lDH, Caso de la Comunidad Molwana Vs. Surlnam. Excepciones PrelimInares, Fondo, Reparaciones y Costas,
Sentencia 15 de junio de 2005. Serie e No. 124, parro 178.

67 Corte IDH. Caso Aloeboetoe y otros Vs. Surlnam. Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de septiembre de 1993.
Serie e No. 15, párr. 64.

IlB AgusUn Chan Osorio, Celestlna Usoap lvoy, Cruz Peraz Osorlo, Frollan Uscap lvoy, Jesús Tecú Osorlo, José Osorlo
Osorlo, Juan Chen Chen, Juan Chen Osorlo, Juan Pérez. Osorlo, Juan Uscap Jvoy, Juana Chen Osorlo, Marla Eustaqula Uscap
¡voy, Pedro Sic Sánchaz, Sllverla LaJuj Tum, Tomasa Osarí Chan, Florlnda Uscap lvoy y Juan BUrrero.

En relación con Juan Burrero, la CIPH ha tenIdo conocimiento que los representantes de las vlctlmas han logrado
determinar, luego de una ardua Investigación, que Juan Burrero es la misma persona Juan Osorlo Alvarado. La CIDH consIdera
que ello es conteste con las argumentaciones realizadas a lo largo del proceso en relación con las dlflcullades encontradas en la
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sus familiares", y a los miembros de la comunidad de Rfo Negro. En relación con las vlctimas
sobrevivientes y familiares, la CIDH entiende que, si bien el Estado no refiere el número total de
vfctimas en el escrito de 22 de noviembre de 2011, está aceptando la lista Integra de la CIDH
aportada como Anexo I al Informe de Fondo, asl como la lista proporcionada por los representantes
de las vlctimas, puesto que no se opuso a la misma y, además, reconoció parcialmente su
responsabilidad en relación con los artlculos 5, 8, 22 Y 25 cuyas vlctlmas serian dichas personas,
de conformidad con el Informe de la CIDH y el escrito de los representantes de las vlctimas.

85. Finalmente, la Comisión nota que el Estado ha tenido conocimiento de las diferentes listas
de vfctimas remftidas por los peticionarios, por io que ha tenido la oportunidad de objetar su
contenido y no lo ha hecho.

86. La Comisión es consciente de que en virtud de la práotlca más reciente de la Corte
Interamericana, asi como de la disposición reglamentaria contenida en el articulo 35.1 del
Reglamento de la Corte Interamericana, corresponde a la Comisión la identificación de vlctlmas en
su informe de fondo. Esta disposición ha sido entendida por la Comisión Interamerfcana como un
aspecto que debe ser satisfecho en la mayor medfda posible y bajo ciertos estándares de
razonabilidad y flexibilidad en ciertos casos. Consecuentemente con este entendimiento, ei artfculo
35.2 del Reglamento del Tribunal contempla la posibilidad de que la Comisión Interamericana
aporte una explicación -como la ha dado de manera detallada- ante la Imposibilidad de identificar a
la totalidad de las victimas en un caso, por ejemplo, por tratarse de violaciones de carácter masivo.

87. Ahora bien, tal como se resaltó en la audiencia pública del presente caso, y ante la
excepcionalidad del caso, la CIDH solicita a la Corte que aplique el criterio de flexibilidad tanto en la
determinación de victimas en el fondo, como en la posibilidad de abrir un mecanismo posterior a la
emisión de la sentencia, para permitir un periodo razonable para continuar con fa determinación de
vlctimas. En relación con fo anterior, la CIDH reitera el capftulo del informe de fondo referente a fa
determinación de vlctimas, asi como a lo manifestado en audiencia pÚblica y en el presente escrito
respecto de la flexibilidad en los criterios de determinación de vlctimas. La Comisión considera que
dicho proceso de reparaciones debe consultar a la comunidad quien a su vez debe tener
participación en ia implementación, las medidas deben respetar la identidad cultural de la
comunidad, y deben tomar en cuenta tanto la dimensión individual como la colectiva'o.

88. La Comisión desea recordar que una de las organizaciones representantes de las víctimas
es ADIVIMA (Asociación para el Desarrollo de las Vlctimas de la violencia en las Bajas Verapaces,
Maya Achí), con base en Rabina!. En términos de metodologfa, dicha organización ha sido -y
continÚa siendo hasta el momento- la responsable de hacer llamados públicos y jornadas dedicadas
al fevantamiento de las listas. Ante dicha organización han acudido los sobrevivientes quienes han
dado sus testimonios verbalmente y con base en los cuales se han confeccionado las mísmas. La
CfDH solicita a la Corte que, dada fas caracterlsticas únícas del presente caso, dé valor probatorio
pleno a dichas listas.

ldentlficaclón de vlctimas, más aún en el caso de las personas que eran ni/los al momento de los hechos, (Respuesta a la pregunta
2 común para la CIDH y los representantes).

69 Maria Eustaqula Uscap ¡voy.
10 Cfr. Rodrlguez Garavito, César y Lam Yukyan, Etnoraparaclones: la Justicia oolectiva étnica y la reparación a pueblos

Indlgenas y comunidades afrodescendlentes en Colombia, Dejusticia, pág. 26. Ver también Sentencia de Masacre de Plan de
Sánchez.

Los párrafos 86 y 87 corresponden a la respuesta a la pregunta 1 para la CIDH.
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89. Finalmente, dado el carácter excepcionaJlsimo del presente caso, asl como dada ia falta de
investigación de los hechos y en virtud de las complejidades y particularidades especificas del caso,
la CIDH solicita a la Corte que la determinación de las vlctimas, asl como la eventual reparación
para determinar vlctlmas en una etapa de supervisión de cumplimiento, adopte criterios flexibles y
considere que no es posible aplicar los criterios tradicionales ele identificación de vlctimas y que por
la naturaleza de los hechos, corresponde al Estado disponer un mecanismo institucIonal apropiado
para continuar y completar este proceso. La Comisión entiende que esto aplica también a ias
mujeres victimas de violencia sexual respecto de las cuales, como se explicó en audiencia, por las
mismas circunstancias del caso, se continúa conociendo de mujeres que, hasta el dia de hoy,
empiezan a contar lo que les sucedió, como es el caso de Bruna Pérez Osorio71

• Ante todo, ia
Comisión considera que cualquier determinación de la identificación de las vlctlmas debe tomar
debidamente en cuenta el enfoque cultural.

IV. En relación con las reparaciones

90. En el presente acáplte la Comisión hará algunas consideraciones en relación con la
reparación relativa a la identificación cientlfica de las vlctimas y en relación con los alegatos del
Estado respecto del Programa Nacional de Reparaciones.

91. En relación con el primer tema, la CIDH pone en conocimiento de la Corte que en el
cementerio de Pacux existe una tumba común para los restos de las personas que perdieron la vida
en la Masacre de Pacoxom. Tal como consta del expediente ante la Corte y del peritaje del Dr.
Peccerelli, sólo habrlan sido identificadas antropológicamente tres personas.

92. Ahora bien, la Comisión pone en consideración de la Corte que, al momento de ordenar las
reparaciones en el presente caso, pondere la pertinencia o no de ordenar identificación piena
cientifica de los restos exhumados y vueltos a inhumar, como es el caso de Jos restos de la
masacre de Pacoxom.

93. En primer lugar, la CIDH recuerda que, al momento de considerar las reparaciones, es
imprescindible hacerlo desde una perspectiva respetuosa culturalmente, por lo que es necesario
preguntar directamente a la comunidad si es su deseo o no tratar de identificar plenamente a restos
que ya han sido vueltos a inhumar y a quienes los miembros de la misma consideran que ya están
descansando. No hacerlo, podrla tener consecuencias revictimizantes en el presente caso.

94. En ese sentido, el perito Peccerelil destacó que cuando se exhuman restos no siempre se
pueden "identificar técnicamente las osamentas, ya sea por el estado de conservación de los restos
o que en su momento no se contara con un laboratorio de genétlcan ". Ello no obsta a 9ue exista
"evidencia material que sustenta el hecho y que se conoce el grupo que fue afectado 3". A elío
agregó que, en esos supuestos:

Los familiares saben que los cuerpos o restos que les están entregando son sus deudos por
lo que tienen un proceso de duelo y dentro de su cultura son acogidos [por lo que] no es
necesario realizar un nuevo proceso para llevar a tener ulteriores identificacIones, ya que
esto conlleva a vivir nuevamente lo acontecido anteriormente, se tiene el consuelo que los
restos ya no están en un cementerio clandestino, sino que ya están en un lugar que les
corresponde y socialmente se han reconocido. [Además,] la oportunidad de haber

11 Veraffidévit de Bruna Pérez Osor10 da 19 de Junio de 2012.
72 Peritaje de Fredy Peccerel!l, pág. 21,
73 Peritaje de Fredy Peccerelll, pág, 21.
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identificaciones, aunque se tenga ia mejor tecnologla, es dificil que se logre por la
degradación del ADN en los mismos, lo que redundarla en que en lugar de tener
identificaciones se harla un esfuerzo Infrucluoso74

. 81 ia comunidad ya aceptó los cuerpos
como suyos, no valdrla la pena crear una situación innecesaria, que no ha sido solicitada ni
requerida. El peso cultural y religioso es importante a considerar en este aspecto75

,

95. , Con base en ello, la Comisión reitera respetuosamente su solicitud a ia Corte que, si se
contempla una reparación tendiente a la Identificación plena de vlctlmas inhumadas, exhumadas y
vueltas a inhumar, en donde ya habrla habido un proceso de duelo por la comunidad, pregunte
directamente a la misma silo considera necesario y pertinente. Ello, con relación a los restos de las
personas muertas en Pacoxom.

96. La Comisión desconoce si los restos de la masacre de Agua Fria han tenido el proceso por
lo que solicita a la Corte que requiera información al respecto.

97. Finalmente, en relación con ios restos recientemente encontrados de 63 personas, 42 de las
cuales eran niAos y nifias, en la base militar de Cobán y a la cual se hizo referencia en audiencia
pública y en el peritaje del Dr. Peccerelli, la CIDH solicita a la Corte que ordene al Estado que tome
todas las medidas necesarias para lograr su identificación, así como la determinación si se trata de
las personas desaparecidas en helicópteros en la masacre del sitio sagrado de Los Encuentros.

b) En relación con el Programa Nacional de Resarcimiento

98. En relación con la indemnización, ei Estado ofrece "resarcir económicamente a las víctimas
que no han sido resarcidas previamente por el Estado" en el Programa Nacional de Resarcimiento
(PNR). La CIDH observa que el número de personas, vlctlmas del presente caso, que
alegadamente habrlan recurrido a dicho programa asciende a 102. Sin perjuicio de desarrollar el
tema más ampliamente en etapas procesales posteriores, la CIDH reitera que valora los pasos
tomados por el Estado en la realización e implementación del PNR, puesto que constituye un raso
positivo en aras de intentar responder a los efectos del conflicto armado interno en Guatemala? . No
obstante ello, la Comisión observa que dicho programa no ofrece garantlas de que se logre reparar
la violación de manera consistente con los estándares interamericanos??

99. En ese sentido, la CIDH considera que si bien es importante valorar ia reparación recibida a
nivel interno, ésta no sustituye la legltima solicitud de reparación integral por las v[ctimas de
violaciones a ios derechos humanos. Por tanto, la CIDH solicita a la Corte que, con base en su
reiterada Jurisprudencia7', una vez comprobada la efectiva recepción de ciertos montos
indemnizatorios por algunas de las vlctimas, los tome en cuenta al momento de ordenar las
indemnizaciones para restarlo del monto final dispuesto por la Corte para las v[ctimas que se
encuentren en idéntica situación.

100. Por otro lado, en relación con la pregunta realizada sobre el alegato del Estado de que la
sefiora Rosalina Tuyuc se habrla negado a remitirle los expedientes, la CIDH destaca que, tal como

1~ Peritaje de Fredy Peccarelll, pág. 22.
15 Peritaje de Fredy Peccerelll, pág. 23.
76 Ver alegatos finales ascrltos en el caso Florenclo Chltay Nech y otros vs. Guatemala, 3 de marzo de 2010.
n Una de las limitaciones del Programa es que, tratándose de UIl Decreto gubernativo, existe Incertidumbre en cuanto a

su existencia ya que podrla ser modificado a lraves de una decisión del poder ejecutivo naclonal. Ver alegatos finales escritos en el
caso Florencia Chltay Nech y otros va. Guatemala, 3 de marzo de 2010.

111 Ver sentencias en [os casos de la Masacre de Maplrlpan, Masacre de la Rochela, Masacres del Aro y la Granja, todas
conlra Colombia. Ver también Almonacld Arellando VS. Chile.
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fue expresado en audiencia pÚblica, la señora Tuyuc, como representante de CONAVIGUA, ha
recibido información sobre violaciones sexuales sufridas por mujeres indlgenas durante ei confiicto
en todo el pals y especlficamente en Rabina!. SI las mujeres deciden autónomamente presentarse
ante el PNR, la señora Tuyuc las acompaña, La señora Tuyuc recuerda que en todo momento se
respeta la decisión de ia mujer "por resguardo de la familia, y por resguardo de la imagen de cada
una de las mujeres que sufrieron ese tipo de violación",

101. Finalmente, la Comisión reitera en todos sus términos la presentación del presente
caso, asl como los actos procesales posteriores durante el proceso ante la Corte y, una vez más,
solicita a la Corle Interamericana que aplique criterios acordes a la realidad del caso y tomando en
consideración la perspectiva cultural del mismo.
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